CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 46/2012.
MODALIDAD.-   DE  DERECHO
DEMANDANTE.-  Don XXXXX
DEMANDADA.-  COOPERATIVA  XXXXX
LAUDO 5 / 2013
En Toledo, a trece de septiembre de dos mil trece.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX, provisto con D.N.I. nº XXX, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR - 46/2012, en virtud de Resolución de fecha 09 de octubre de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DON XXXXX ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE EX SOCIO ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XX, estando legitimado activamente en este procedimiento en su calidad de ex socio de la cooperativa XXXXX, en su escrito inicial de fecha 13 de abril de 2012 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que el demandante ha sido socio de XXXX desde su fundación en 1980, siendo el objeto social de dicha sociedad la vitivinicultura, en concreto la producción, elaboración y transformación de los productos obtenidos de las explotaciones vitícolas de los socios. Aporta el socio demandante título de la entidad de fecha 31 de diciembre de 1991 (documento núm. dos de la escrito de demanda) en que se recoge como “cupo” asignando al demandante la cantidad de 154.733 kilos de uva sobre un total de producción de 4.200.000 kilos, resultando así un porcentaje del 3,684119 por ciento sobre el total de la producción cooperativa.
SEGUNDO.-    Señaló el ex socio en su escrito de demanda que en el año agrícola 2009 cesó su condición de viticultor, al haber solicitado el “arranque” de sus parcelas de viñedo, con lo que suponía una pérdida sobrevenida de la capacidad de ser socio cooperativista por la imposibilidad de aportar producción alguna, lo que motivo que al amparo de los artículos 7 y 12 de los Estatutos solicitara la baja voluntaria de la sociedad  XXXX, presentado escrito ante la sociedad en fecha 13 de marzo de 2009 con la alegación de esa situación de arranque, señalando el demandante en su escrito que la baja tomaría plenos efectos desde el día 15 de marzo de 2010.
TERCERO.-   Que habiendo transcurrido el plazo de preaviso de doce meses, que finalizó el día 15 de marzo de 2010, sólo restaba proceder a la determinación, liquidación y reembolso de las aportaciones de conformidad con la norma social y legislación cooperativa de aplicación a la fecha de estos hechos, la Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (LCoop).
Ante la inactividad del Consejo Rector de la cooperativa sobre la referida liquidación y reembolso, dirigió el demandante nuevo escrito de fecha 28 de octubre de 2011, al efecto de que se realizara la preceptiva liquidación. Persistiendo en la falta de actividad por parte de XXXX, el socio remitió requerimiento a través de burofax de fecha 13 de diciembre de 2011, en el que otorgaba plazo de diez días a la entidad, a contar desde la notificación, para que se procediera a entregarle la documentación relativa a la baja del demandante.
CUARTO.-   Que califica en su escrito de demanda el ex socio la necesidad de iniciar el presente procedimiento arbitral ante la inactividad por parte de los órganos de XXXX, tanto para calificar la baja como para llevar a cabo la liquidación y reembolso de las aportaciones obligatorias de aquel.

QUINTO.-  Al efecto de cuantificar la reclamación, el demandante contrató los servicios profesionales de un Auditor de cuentas que, tras estudiar las cuentas anuales de la sociedad ha valorado en su Informe (documento núm. siete de la demanda) las participaciones del ex socio en una cuantía de 35.426,15 euros.
Dicha cantidad se obtendría en primer lugar, del volumen de kilos de uva asignados al ex socio (3,68 por ciento) respecto de la capacidad total, aspecto ya explicitado en el Hecho Primero y de la aplicación del citado porcentaje de actividad cooperativizada sobre unos activos que según el balance de cuentas del ejercicio 2010 ascendían en su valoración a un importe de 440.590,65 euros.

A dicha cantidad, el ex socio adiciona en su reclamación la cantidad de 19.212,41 euros, resultantes del reclamado reintegro de las deducciones realizadas desde el año 2002 en sus liquidaciones de campaña de uva, que se habrían ejecutado con motivo de las amortizaciones con origen en las inversiones realizadas en XXXX.
También se señala en su escrito de forma expresa lo que define como “movimientos contables extraños”, respecto a pérdidas que aflorarían en el ejercicio 2009 sin que se hubiera alegado el motivo, a juicio del de demandante, de que 318.653,74 euros que se cancelarían en el ejercicio 2011 hasta la cantidad de 127.675,61 euros sin que estuvieran aclarados dichos movimientos. También se señala por el demandante una reducción en la cuenta de construcciones que habría pasado desde los 594.280,32 euros en el ejercicio 2002 hasta la cantidad de 394.280,32 euros en 2011, de manera que se habrían disminuido el valor de los activos de de la cooperativa sin que existiera justificación para dicha disminución.

SEXTO.-    La demandante como conclusión de su escrito de inicio solicitó de este Árbitro que declarara  la baja del ex socio don XXXX con efectos desde el mes de marzo de 2010 y calificando la misma como justificada, reconociendo un valor de  reembolso de las aportaciones del demandante por un importe de 35.426,15 euros.
Igualmente se solicita que se declare por este órgano arbitral la obligación de abonar por la cooperativa la cantidad solicitada desde la fecha de efectos de la baja, el mes de marzo de 2010, debiendo incrementarse dichas cantidades con el interés correspondiente según los entonces vigentes artículos 54.5 y 61.5 de la LCoop, para finalmente declarar la obligación de la entidad cooperativa en el cumplimiento de los pronunciamientos solicitados.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por su parte, la Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXX, provincia de XXX, en XXX, provista de C.I.F. nº XX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad por documento notarial otorgado ante el Notario de Consuegra, D. XXXX, en fecha veintinueve de noviembre de dos mil doce y con número de protocolo X, el letrado del ICA de Toledo, Don Florencio Ortiz Novillo, colegiado nº 654, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad, Don XXXXX provisto de XX; la cual no aportó escrito o alegación alguna de contrario al escrito de demanda ante el órgano competente de la administración regional, hecho que justificó posteriormente la demandada por no habérsele sido comunicada la notificación – que si fue debidamente efectuada en la sede social - por el personal laboral de la cooperativa,  habiendo firmado dicho trabajador el preceptivo acuse de recibo de la misma.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar en este procedimiento arbitral en fecha 30 de noviembre de 2012. Dicha vista se celebró en la sede de los Servicios Centrales de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Toledo, sitos en la Avenida de Irlanda, número 14, de la ciudad de Toledo, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del letrado D. XXXXX, Colegiado nº XX del ICA de Toledo, que aportó escritura de poder bastante otorgado ante el Notario de Madrid, D. XXXX, de fecha seis de junio de dos mil doce, con número de protocolo X, en representación del solicitante del procedimiento  D. XXXXX,  en su calidad de socio; y de la parte demandada, la entidad XXXX, representada en este acto únicamente por el letrado D. XXXXX
Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. 

A continuación, se dio traslado a la entidad XXXX, la cual procedió a aportar en este momento al procedimiento arbitral una instructa en la que alegó su oposición a lo formulado en el escrito de inicio, y solicito en dicho momento procesal la admisión como medios de prueba la inclusión de la siguiente documentación que se enumera, siendo aceptada la misma por este Árbitro y dándose traslado y entrega de copia en dicho acto a la parte solicitante del arbitraje:

1) Escrito del Consejo Rector de la cooperativa al solicitante, de fecha 24 de abril de 2009, comunicando que la deuda existente con la entidad era superior a la cifra de su capital social.

2) Copia del burofax de fecha 19 de diciembre de 2011, por el que el Consejo Rector señala como deudas existentes del Sr. XXXX con la cooperativa correspondientes al ejercicio 2009-2010 (2.862,56 euros), del ejercicio 2010-2011 (2.862,56 euros), más en concepto de mensualidades de la hipoteca suscrita por la entidad por otro importe de 9.593,46 euros, reconociéndole un derecho de cobro de 2.047,94 euros, en concepto de devolución del IVA en la campaña 2008/2009.

3) Modelo 200 Impuesto Sociedades. Ejercicio 2010.

4) Modelo 200 Impuesto Sociedades. Ejercicio 2009. 

5) Copia de la escritura de constitución de la entidad XXXX, de fecha 11 de septiembre de 1980, en la que consta D. XXXX como integrante del capital social inicial con el número X, habiendo aportado en dicha fecha la cantidad de 150.000 pesetas (901,52 euros).

6) Título nominativo de fecha 30 de abril de 2004, por el cual el solicitante tenía a esa fecha en propiedad la cantidad de 154.733 kilos de uva de un total de 6.800.000 kilos propiedad de la sociedad cooperativa.

7) Copia de la escritura de fecha 13 de diciembre de 2000 de constitución de préstamo hipotecario por la entidad XXXX con la Caja Rural de Toledo, por valor 1.021.720,58 euros.

8) Informe económico sobre la valoración de la aportación del solicitante emitido en fecha 16 de noviembre de 2012 por el economista D. XXXX, colegiado XX del Colegio de Economistas de Madrid.

Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó la admisión de los medios de prueba propuestos en su escrito de demanda inicial, junto con nuevo examen pericial respecto de la contabilidad societaria, dado que se había accedido únicamente a la documentación que tenía el socio reclamante en su poder y la que consta en el preceptivo depósito de cuentas registral. Además consideró la necesidad en la adopción de dicha medida tras la nueva documentación aportada en la vista preliminar por la cooperativa; de contrario, la demandada señaló que solicitaba de este órgano la aportación de la documentación contable ya enumerada junto con informe pericial contable sobre la situación de la cooperativa, pero requiriendo que de aceptar el examen por el solicitante no debería salir la misma de los locales de la sociedad, dadas las afirmaciones vertidas en el informe de auditoría respecto a las cuentas sociales y que consta en el presente procedimiento.

Habiéndose procedido a la admisión de la totalidad de los medios de prueba solicitados por las partes, y de conformidad con el artículo 24.2 del Decreto 72/2006, se acordó por este Árbitro que dicho examen de libros y demás documentación contable se realizaría en los locales de la cooperativa de manera conjunta por ambas partes y bajo el principio de contradicción entre los peritos de ambas partes, buscando la consecución de una postura común en fecha no superior a los diez días previstos en el apartado 3 del mismo artículo 24 del Reglamento, a contar desde el día 3 de diciembre de 2012, cuyas respectivas conclusiones aportarían a este Árbitro en la vista definitiva.

Este órgano arbitral dando por concluido esta vista preliminar, y de común acuerdo con las partes, fijó la celebración de la vista para el día 21 de diciembre de 2012 en la localidad de XX, provincia de Toledo, – al amparo del artículo 26.1 del Decreto y bajo los principios de celeridad y de economía procesal -, para la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones, en horario y lugar por determinar, pero proponiéndose como localización por las partes bien el Juzgado de Paz o los locales de la Oficina Comarcal Agraria de dicha localidad, dejando el acuerdo sobre esa materia el Árbitro a criterio de las partes en función de la disponibilidad de los locales referidos.
Tras haber sido solicitado por el letrado del ex socio demandante, se suspendió dicho acto por incompatibilidad de fechas de los peritos del demandante, aunque posteriormente éste solicitó al Árbitro en su escrito de fecha 17 de enero de 2013 para que se requiriera a la cooperativa demandada XXXX con el fin de aportar al expediente y pusiera a disposición del demandante, “con carácter previo al señalamiento de la vista definitiva y con tiempo suficiente para poder examinar la documentación y emitir el informe complementario que proceda, la siguiente documentación, mediante aportación de original y copia para su cotejo, la siguiente documentación o bien copia certificada autorizada por el legal representante de la Cooperativa o su Secretario:
1º.- Documentación soporte justificativa de las pérdidas afloradas en las Cuentas Anuales del ejercicio 2009 por 318.654,73 euros.

2º.- Documentación soporte justificativa de la minoración en las Cuentas Anuales del ejercicio 2010 de las pérdidas de años anteriores hasta dejar las mismas en la cifra de 127.675,61 euros.

3º.- Documentación soporte justificativa de la minoración del saldo de “construcciones” en las Cuentas Anuales del ejercicio 2010 por importe de 200.000 euros.

4º.- Libro de actas o actas de todas las juntas de cooperativistas celebradas desde la constitución de la misma.

Con la documentación soporte justificativa que se requiere nos referimos no sólo al apunte contable que registra dichas operaciones, sino también la documentación que soporta dicho apunte contable.

5º.-  Libro registro de aportaciones al capital social.

6º.- Justificación contable y documentación soporte de la aplicación de las retenciones realizadas al socio Don XXXX en las diferentes campañas.”

Que este órgano arbitral en su escrito de 29 de enero de 2013 admitió lo solicitado por el demandante, con las siguientes salvedades en base al artículo 24.2 del Reglamento de Arbitraje:

“1º.-  Se acepta lo solicitado por la representación del demandante en los puntos nº 1º, 2º y 3º de su escrito, pero la sociedad cooperativa sólo deberá entregar los apuntes contables, pues dado el carácter de ex socio del reclamante, el amparo del artículo 36 de la Ley 11/2010 sobre el derecho de información de los socios no da cobertura a la entrega de facturas y demás documentos de pago solicitados, considerando además el acceso libre que el socio demandante tiene a los depósitos de cuentas anuales de la sociedad en el Registro de Cooperativas.

2º.-  Con relación a la solicitud de las actas, sólo se accede por este Árbitro  a que se le facilite copia de las correspondientes a los cinco años anteriores a la fecha de su solicitud de baja, que según consta en el expediente fue el 09 de marzo de 2009.

3º.- Del Libro registro de aportaciones, sólo se incluirá documentación sobre las correspondientes a D. XXXX.

4º.- Respecto al punto 6º de la solicitud, sobre la aplicación de las retenciones realizadas al ex socio demandante se limita a los cinco ejercicios anuales anteriores a la fecha de su solicitud de baja, que según consta en el expediente fue el 09 de marzo de 2009.”
La documentación ya enumerada se aportó por la representación de la cooperativa en fecha 22 de marzo de 2013, siendo considerada por el demandante como no correspondiente a lo solicitado, de carácter parcial respecto a los documentos entregados,  e insuficiente en general al ejercicio de su derecho,  y así lo señala en su escrito de 11 de abril de 2013. Al tiempo pedía que de no aceptarse sus alegaciones, se hiciera constar que a efectos de esta parte demandante, la vulneración de sus derechos a los efectos procesales oportunos y para los recursos que, en su caso, pudiera interponer contra el Laudo que se pudiera dictar, sirviendo esta anotación a efectos de constancia de la protesta.
El demandante reiteró en su escrito de fecha 23 de abril de 2013 su desacuerdo y malestar en la tramitación del procedimiento arbitral y en lo que a su juicio era la no verificación de los medios de prueba solicitados, por lo que solicitó la suspensión de la celebración, unido a una notificación defectuosa en un domicilio no designado para estos efectos respecto de la vista definitiva, cuya celebración estaba prevista para el día 24 de abril de 2013.

Este Árbitro en su escrito de fecha 02 de mayo de 2013 resolvió aceptando la suspensión solicitada, pero desestimando la solicitud de nuevos medios de prueba formulada por el demandante, considerando cumplido en sus términos por la sociedad cooperativa demandada el escrito de 29 de enero de 2013.

Junto a la nueva documental requerida por el demandante, al tiempo se solicitó el interrogatorio del representante legal de la cooperativa, la pericial y la comparecencia de la auditoría para ratificar su Informe y testifical, sin que se identificara en este caso a las personas a citar, siendo admitidos la totalidad esos medios de prueba.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
La vista para conclusiones tuvo lugar en fecha 24 de mayo de 2013 en la sede de los Servicios Centrales de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Toledo, sitos en la Avenida de Irlanda, número 14, de la ciudad de Toledo, en la que comparecieron tanto el demandante, como el presidente de la cooperativa XXXX, junto con sus respectivos letrados ya identificados todos ellos en el presente Laudo. 

Además estuvieron presentes con el propósito inicial para ratificar y, en su caso, ser interrogados por las partes en relación a sus respectivos informes periciales tanto por parte del demandante, a través de doña XXXX, socia auditora de la firma XXXX. y por encargo de la cooperativa, don XXXX, economista y colegiado nº X del Colegio de Economistas de Madrid.
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación, aunque la parte demandante ha aportado un escrito de conclusiones de fecha 04 de septiembre de 2013, en el que reitera lo solicitado ya tanto en su escrito de inicio como en los posteriores, bien respecto al objeto del arbitraje como sobre los medios de prueba, y los argumentos ya expuestos en las distintas vistas.
A efectos de diligencias finales, y con el fin de ilustrar al Árbitro sobre distintos hechos alegados en la vista, solicitó del representante de la cooperativa la remisión de los depósitos de cuentas correspondientes a los ejercicios 2009 y 2010; certificado del total del producto entregado a la cooperativa por el ex socio demandante en el último ejercicio que se hubiera producido y los cinco años inmediatamente anteriores; y finalmente certificación de la entidad con los cálculos y cantidades empleados para efectuar la liquidación girada al demandante. Dicha documentación se aportó a este procedimiento por escrito de fecha 26 de junio de 2013.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 13 de abril de 2012, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.
TERCERO.-  Sobre la baja solicitada, tramitación y posterior calificación.
Con carácter previo a entrar en conocimiento de la cuestión debatida, se debe establecer en primer lugar la tramitación que regule las bajas de los socios, bien estatutaria y/o legalmente, a los efectos de su posterior calificación y fijación de  la fecha de sus efectos, considerando que al tratarse de hechos acaecidos en el año 2009 será de aplicación la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.
El artículo 12 de los Estatutos de XXXX regula las bajas voluntarias de los socios, exigiendo un preaviso de doce meses, en el que se establece que de incumplirse dicho plazo se genera para el socio la obligación de abonar los gastos generales del ejercicio económico actual y siguiente a su fecha de solicitud de baja, calculados  sobre la media de su participación en la actividad cooperativizada de los últimos cinco años en que ostentó la condición de socio, y en el caso de que no haya participado en la actividad cooperativizada, calculando sobre el cupo comprometido – capacidad de envase – con la cooperativa.
Para la consideración del cómputo de los plazos de reembolso del artículo 54 de los Estatutos, el apartado segundo del artículo 12 establece que los EFECTOS DE LA BAJA se entenderán producidos a la finalización del plazo de preaviso. Añade que en el supuesto de incumplir el preaviso, además de la exigencia de daños y perjuicios, la baja se entenderá producida, a los referidos efectos de reembolso de aportaciones, a los doce meses de haber presentado su solicitud de baja.

La calificación y determinación de los efectos de la baja son competencia del Consejo Rector – y así lo establece el apartado quinto del artículo 12 – que deberá formalizarla en el plazo de los tres meses siguientes a la fecha de efectos de la baja, por escrito motivado, que habrá de ser comunicado al socio interesado. Si transcurre dicho plazo sin haberse resuelto, se entenderá dicha baja como justificada a los efectos de su liquidación y reembolso de aportaciones, pero sin perjuicio de la imputación de pérdidas, posibles sanciones y obligaciones de pago pendientes.

Finalmente, el socio de encontrarse disconforme sobre la calificación de la baja podrá impugnarlo en un plazo de un mes desde su notificación ante la Asamblea General.

Si seguimos un patrón cronológico sobre los hechos acreditados por el ex socio demandante y por la cooperativa desde la solicitud de baja, encontramos los siguientes hitos:

1) El ex socio presenta en la cooperativa solicitud de baja voluntaria por su el arranque de la totalidad de sus parcelas de viñedo con fecha 13 de marzo de 2009, señalando como fecha de efectos desde el 15 de marzo de 2010.

2) La cooperativa le responde en su escrito de fecha 24 de abril de 2009 que existiendo una deuda que como socio se deriva del préstamo hipotecario suscrito con la entonces Caja Rural de Toledo por parte de XXXX, supera la cuantía total de su capital social, “pudiendo disponer libremente de su cupo una vez que esta S.C.L. se encuentre libre de esas cargas.”, pero sin que se cuantifique ni las aportaciones obligatorias ni se incorporen los criterios de los que se deduciría esa deuda por parte del socio.
3) Solicita el ex socio la liquidación de sus aportaciones por escrito de fecha 28 de octubre de 2011, reclamación que reitera por burofax de fecha 13 de diciembre de 2011.

4) La cooperativa por resolución de fecha 17 de diciembre de 2011 contesta al burofax señalando que el ex socio mantiene una deuda de 2.862,56 euros tanto en dicha cantidad en la campaña 2009/2010 – por la deuda hipotecaria y por gastos fijos de campaña sin contar molturación de uva -, como en idéntica cuantía en la campaña 2010/2011, más la cantidad anual de 1.856,80 euros en concepto de participación en el préstamo hipotecario, por lo que aplicado a un período de los siguientes cinco años y dos meses supone una cantidad global a reclamar por XXXX al demandante de 9.593,46 euros.

Al tiempo se le señala al ex socio que se le ha retenido por la cooperativa la cantidad de 2.047,94 euros, en concepto del I.V.A. de la campaña 2008/2009 ante la morosidad que reclama la entidad.
Si valoramos en este apartado únicamente la solicitud que formula el ex socio, consideramos que debe ser calificada ésta como una BAJA VOLUNTARIA JUSTIFICADA, dado el silencio que sobre este aspecto asume la cooperativa XXXX y que el ex socio si ha cumplido con el requisito de preaviso estatutario, ya que el escrito de fecha 24 de abril de 2009 del Consejo Rector carece de las mínima virtualidad ni de sentido jurídico alguno a los efectos de calificación, en primer lugar porque fundamentalmente no califica la baja, que es la única potestad que en ese momento le permite la norma estatutaria y/o legal al órgano de administración, pero es que además realiza una “liquidación” por llamarla de alguna forma que ni corresponde en su forma ni en el  plazo en que se remite ese escrito, para finalizar señalando que aparecen en esos escritos simples afirmaciones sobre deudas pendientes sin valor, fundamentación o justificación jurídico o contable alguno.
CUARTO.-  Sobre la liquidación y reembolso de las aportaciones obligatorias de don XXXX.
La liquidación y reembolso de las aportaciones se regula en el artículo 54 de los Estatutos, que reproduce lo previsto en el artículo 61 de la Ley 20/2002, debiendo también destacar que a efectos de campaña agrícola el artículo 60 de los Estatutos, señala que el ejercicio económico de la cooperativa XXXX finaliza el 31 de diciembre de cada año.
El artículo 51.1 de la Ley 27/1999, de Cooperativas, señala el “derecho de los socios al reembolso de sus aportaciones al capital social en caso de baja de la cooperativa”, y remite la liquidación al balance de cierre del ejercicio, sin perjuicio de efectuar alguna de las deducciones previstas en el mismo artículo. Es decir, no se habla del activo en ningún caso sino de las “aportaciones al capital social”;  junto con el artículo 61.1 de la LCoop que expresa el “derecho a exigir el reembolso de las aportaciones obligatorias o voluntarias en el caso de baja o expulsión de la cooperativa”, reiterando así la existencia de ese derecho respecto de las aportaciones obligatorias y/o voluntarias, siendo que esta últimas se encuentran reguladas en el artículo 57 de la LCoop y cuya existencia no ha acreditado el ex socio, por lo que el derecho de reembolso estaría circunscrito a las aportaciones obligatorias integradas en el capital social a la fecha de su baja en la sociedad y por ello, no cabe la aplicación o extensión a los mecanismos previstos para la transmisión de participaciones en el artículo 106 y siguientes del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital.
Siguiendo el artículo 54.1 de los Estatutos, la liquidación de las aportaciones se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio en que se ha originado la baja, es decir, si como ya se ha calificado la solicitud de baja del demandante en este Laudo como válida y justificada, los efectos de la misma cobraron plena virtualidad jurídica desde el día 15 de marzo de 2010 – según el artículo 12.2 de los Estatutos -  por lo que los resultados económicos y contables que deben tomarse en consideración para la liquidación y, en su caso, reembolso de aportaciones son los existentes a fecha 31 de diciembre de 2010.
La remisión expresa que el artículo 25 de los Estatutos hace al artículo 34.3 de la LCoop para la determinación de las competencias exclusivas de la Asamblea General, señala que le corresponde a ésta el examen de la gestión social y la aprobación de las cuentas anuales, y el artículo 27 de la norma social ordena que se celebre la asamblea general ordinaria dentro de los seis meses siguientes al cierre del ejercicio, por lo que para establecer el plazo máximo para la liquidación de las aportaciones del demandante concluyó el día 30 de septiembre de 2011, al amparo del apartado tercero del artículo 54 de los Estatutos. Por ello, el Consejo Rector de XXXX  incumplió sobradamente su plazo cuando tras varios requerimientos del ex socio emitió la liquidación de las aportaciones el día 17 de diciembre de 2011, casi dos meses y medio después de que hubiera concluido el plazo establecido legal y estatutariamente.
Sin embargo, el ex socio demandante tampoco ha respetado el procedimiento previsto para la impugnación de la liquidación realizada por la cooperativa, dado que el artículo 54.5 de la norma social se remite al derogado artículo 30 de la LCoop, el cual establecía en su apartado sexto que el socio disconforme podría recurrir en el plazo de un mes desde su notificación ante el Comité de Recursos o, en su defecto, “ante la Asamblea General, que resolverá en la primera reunión que celebre, mediante votación secreta.”
Ese preceptivo “agotamiento” de la vía interna o cooperativa por parte de un socio se deduce del último apartado del artículo 30 de la norma legal, que recoge que: “En todo caso, la resolución del recurso podrá ser impugnada ante la jurisdicción competente (…)”; entendiéndose por ello que la vía jurisdiccional pasa a ser la arbitral como en el presente caso por la previa sumisión de las partes, y no consta en este procedimiento que previamente a la interposición del escrito de solicitud de arbitraje de 13 de abril de 2012 se hubiera impugnado la liquidación ante la Asamblea y se hubiera derivado resolución alguna por impugnación de la misma.
QUINTO.-  Sobre la cuantificación de la liquidación.
De inicio el ex socio en su escrito de demanda aporta un título de la entidad de fecha 31 de diciembre de 1991, en que se admite como “cupo” asignando a aquel la cantidad de 154.733 kilos de uva sobre un total de producción de 4.200.000 kilos, resultando así un porcentaje del 3,684119 por ciento sobre el total de la producción cooperativa. 

Si bien la cantidad de uva que consta como “cupo” se acepta por la cooperativa XXXX, el cual se mantiene en 154.733 kilos de uva, en cambio a la fecha de la baja del demandante es sobre un total de capacidad de 6.800.000 kilos de uva suscrita por todos los socios, de conformidad con el nuevo título emitido el 30 de abril de 2004. Este incremento deriva de la ampliación de la bodega cuya financiación se llevó a cabo por el préstamo hipotecario, cuyo abono reclama la entidad al demandante en el reembolso de sus aportaciones, por lo que así nos encontramos con que el verdadero porcentaje del demandante sobre el total se ve reducido al 2,275485 por ciento sobre el total de la producción.
Dicho crédito hipotecario sobre las instalaciones de la cooperativa se firmó por un valor de 1.021.720,58 euros con la entidad Caja Rural de Toledo – actual Caja Rural de Castilla-La Mancha -, con fecha de escritura el día 13 de diciembre de 2000, de manera que cada mensualidad supone para XXXX una cantidad de 8.358,61 euros, habiéndose iniciado el vencimiento desde el 31 de marzo de 2002 hasta quedar cancelada por completo el día 28 de febrero de 2017.

Este Árbitro no comparte ni los argumentos de inicio ni tampoco las conclusiones establecidas en los informes periciales, que por ambas partes se han incorporado a este procedimiento arbitral tanto por el ex socio demandante como por la sociedad XXXX, por los siguientes motivos y contradicciones en que a juicio de este órgano arbitral incurren:

1) No puede admitirse la afirmación según la cual la cooperativa, y así lo ratifica su perito en el Informe incorporado, cuando considera como única aportación del socio demandante los 901,52 euros (150.000 pesetas) que se entregaron en la escritura de constitución de la cooperativa suscrita con fecha 11 de septiembre de 1980 por 81 socios promotores, siendo el demandante el número 70 de los mismos según consta en dicha escritura,  con un capital total de la cooperativa entonces de 37.863,76 euros (6.300.000 pesetas divididos en 6.300 títulos por valor de 1.000 pesetas), 
No muestra similitud alguna esa cifra con el capital social que consta en los Estatutos Sociales aportados a este arbitraje, que en su artículo 47 lo fija en un capital mínimo de SEIS MIL EUROS (6.000 euros) y en el artículo 48 establece como aportación obligatoria mínima para adquirir la condición de socio la cantidad de SESENTA EUROS  (60,00 euros).
2) El mismo perito de la demandada señala que de calcularse las aportaciones según los criterios defendidos por el demandante, estos se aplicarían sobre el balance de 2009, estableciendo entonces como CAPITAL SOCIAL la cantidad de 437.536,81 euros, para tras aplicar las reservas, resultados negativos del ejercicio 2009 y resultados negativos de ejercicios anteriores, resulte una cantidad como patrimonio neto de 112.915,04 euros, que sería la cantidad a emplear como criterio de cálculo. 
3) A diferencia de lo señalado por el perito de la cooperativa, el balance de cierre que corresponde aplicar es el del ejercicio anual 2010, ya que el artículo 12.2 de los Estatutos señala que para el cómputo del plazo del reembolso de aportaciones, la baja “se entenderá producida a la finalización del plazo de preaviso”; es decir, como ya se expuso en apartados anteriores la misma se produjo en marzo de 2010, y en la copia del depósito de cuentas correspondiente al ejercicio 2010 ante el Registro de Cooperativas se reconoce dentro de los epígrafes “capital” y “capital escriturado” por la misma cooperativa, la cantidad total de 437.536,81 euros.
4) Si bien el conocido bajo distintas denominaciones cambiantes, según la provincia o incluso entre comarcas, como “cupo”, “envases” o “vasijas” a nivel cooperativo se establecen en primer lugar con el fin de garantizar la correcta repercusión a los socios de los gastos fijos de explotación de las instalaciones de la cooperativa, dada la variabilidad en cuanto a las producciones agrícolas y la rigidez en los costes fijos de explotación de la empresa, salvaguardando así la viabilidad de la cooperativa sobre todo en campañas de producción reducida; sin embargo, también se viene empleando en numerosas ocasiones como título cooperativo a efectos de transmisiones societarias inter vivos fundamentalmente y como un criterio objetivo para poder “adquirir” mayor capacidad en la entrega de producto entre los mismos socios, como en el caso de que aumente su producción por el motivo que sea, como p.ej. adquisición de nuevas parcelas.
De lo que se deduce que puede ser empleado ese “cupo” también como título de aportaciones societarias, y de hecho, estatutariamente consta su empleo como criterio para calcular la indemnización por daños del artículo 12.3 de los Estatutos y la cooperativa en su resolución de 17 de diciembre de 2011 establece de forma expresa que el ex socio “adquirió una propiedad en esta cooperativa, de un cupo de 154.733 kilos, los mismos, se le reitera, adeudan como consecuencia de la hipoteca que pesa sobre dicha propiedad (…)”
5) Sólo cabe rechazar de plano la afirmación de la auditora designada por el ex socio cuando pretende el reintegro de 19.212,41 euros que la cooperativa le ha venido reteniendo a aquel desde el ejercicio 2002, con el fin de proceder a la amortización del préstamo hipotecario y que desde luego es incompatible con el concepto en una sociedad cooperativa el supuesto tratamiento de dichas cantidades como “un préstamo del socio cooperativista” y aún menos admisible la referida inexistencia según la auditora de “un saldo a favor de los cooperativistas”, conclusiones que pueden tener cabida en una sociedad de capital pero no en una sociedad personalista como es una cooperativa.
No consta ni tampoco lo alegó de contrario el ex socio que hubiera ejercitado oposición alguna al acuerdo societario que aprobó la solicitud del préstamo hipotecario o que hubiera hecho ejercicio del derecho de separación justificada que se prevé estatutariamente en el artículo 12.4 y en el párrafo segundo del artículo 111.5 de la Ley 20/2002, cuando por acuerdo de la Asamblea General se adopten acuerdos que impliquen la asunción  de obligaciones o cargas gravemente onerosas, no previstas  en los Estatutos, como el citado contrato hipotecario, asumiendo entonces el demandante proporcionalmente como propias esas deudas contraídas por la sociedad cooperativa – no como un pretendido prestamista de la sociedad -, en su calidad de socio de XXXX.
En definitiva, para proceder a la cuantificación de las aportaciones del ex socio demandante, partiendo de un capital social por un valor de 437.536,81 euros –porque nada tiene que ver en este cálculo el concepto empleado de patrimonio neto, por el perito de la cooperativa en su Informe -, y un porcentaje de participación societaria de un 2,28 por ciento, obtenemos como cifra global de las referidas participaciones obligatorias de aquel por un importe de  NUEVE MIL NOVECIENTOS SETENTA Y CINCO EUROS CON OCHENTA Y CUATRO CÉNTIMOS DE EUROS (9.975,84 euros)
SEXTO.-  Sobre los efectos de la baja de un socio y los principios cooperativos.
Si se debe señalar, porque sobre este asunto ha pivotado el sentido de este Laudo, que el hecho de causar baja voluntaria y sus efectos respecto a una sociedad cooperativa hay que ponerlo en relación con el principio de “puertas abiertas”, el cual trae su origen en los que se establecieron desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y de sus socios. Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de “Libre adhesión y libre retiro”, que en la nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 
a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.
El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos en el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa como consecuencia de compromisos con terceros e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los socios en ejercicios anteriores.
SÉPTIMO.-  Sobre las deducciones a aplicar.
Una vez obtenida esa cifra en la que se fija el valor de las aportaciones obligatorias del demandante en la cantidad de  9.975,84 euros, hay que examinar si son posibles deducciones sobre la misma, y si las aplicadas por el Consejo Rector en su resolución de  fecha 17 de diciembre de 2011 son válidas y/o justificadas.
Este Árbitro no puede admitir las deducciones por campaña practicadas por la cooperativa en su resolución de fecha 17 de diciembre de 2011, y que a requerimiento de este Árbitro se ha certificado por la entidad en cuanto a su cuantía y método de cálculo en fecha 20 de junio de 2013 por su Secretario, según la cual en cada campaña agrícola se le habrían deducido los siguientes conceptos tanto en la campaña 2008/2009 como en idéntica cuantía en la 2009/2010, es decir, una deducción por valor global de 5.725,12 euros que se detalla anualmente con estos conceptos:
Gastos fijos campaña

154.733 kilos

0,0065 €

1.005,76 €
Amortización bodega

154.733 kilos

0,0120 €

1.856,80 €

TOTAL








2.862,56 €

No es admisible en primer lugar que la certificación emitida por la cooperativa señale unas campañas utilizadas para las deducciones que no coinciden con las notificadas en la liquidación inicial realizada en el año 2011, dado que ésta se refería expresamente a las campañas 2009/2010 y 2010/2011 en idénticas cantidades y conceptos a los de la certificación.
En la referida liquidación original, la cooperativa además de los 5.752,12 euros deducidos por gastos generales/financieros, incorporaba en base a la hipoteca pendiente y los kilos de cupo, una cantidad adicional de 1.856,80 euros/año, que aplicada a un período futuro de cinco años y dos meses, resultaba una cantidad 9.284 euros por las anualidades y de 309,46 euros por las dos mensualidades, resultando de esta forma una deuda final del ex socio por valor de 9.593,46 euros. De los conceptos ya contabilizados resultaba una deducción global al demandante por valor de  QUINCE MIL TRESCIENTOS DIECIOCHO EUROS CON CINCUENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (15.318,58 euros), aunque en ningún caso se señalaba en la notificación de la liquidación efectuada la cuantía expresamente reconocida de las aportaciones del demandante sobre la que se aplicaba esa deducción, ya que simplemente se señalaba que las diferentes operaciones resultaba un saldo deudor para el demandante sobre los 154.733 kilos que había adquirido como cupo.

Como conclusión se le indicaba al ex socio en la resolución citada, la retención de 2.047,94 euros en concepto de I.V.A. por la campaña 200/2009, en tanto como garantía de la deuda resultante de las deducciones y no abonada a la fecha de la liquidación

Este Laudo expresamente INADMITE LA APLICACIÓN por la cooperativa demandada de las dos deducciones fijadas con motivo en las campañas agrícolas 2009/2010 y 2010/2011 - por un valor global de 5.725,12 euros - en la liquidación notificada en fecha 17 de diciembre de 2011, por los siguientes motivos:
· No es admisible que, habiendo establecido en el presente Laudo que la fecha de efectos de la baja como socio se sitúa el día 15 de marzo de 2010 y no habiéndose opuesto la entidad cooperativa, no aportando por ello producto alguno a la cooperativa en la citada campaña anual de 2010, se le apliquen deducciones por la referida campaña 2010/2011.
· Respecto a la campaña 2009/2010, la propia cooperativa en la certificación emitida por su Secretario de fecha 20 de junio de 2013, ratifica la afirmación del ex socio según la cual ya había procedido al arranque del viñedo a comienzos del año 2009, por lo que reconoce como última campaña agrícola en la que aportó su uva a XXXX expresamente la campaña 2008/2009, aunque sin perjuicio de otras deducciones que se le pudieran aplicar por cantidades pendientes de abono de la cooperativa.
Que no se hayan aceptado las deducciones establecidas por la cooperativa XXXX en los términos y condiciones de su liquidación, no significa que no sean válidas ni que en la práctica sea imposible su aplicación. Por ello se procederá a un estudio pormenorizado de la fundamentación a emplear para la aplicación de deducciones cuando, como concurre en el procedimiento, la cooperativa se encuentre ante inversiones pendientes de amortización, conjugando así la viabilidad económica y empresarial de la entidad con la aplicación y respeto del primer principio cooperativo de “puertas abiertas”, que ampara la libre adhesión y baja voluntaria de los socios cooperativistas.
Efectuando un examen de los preceptos legales y estatutarios alegados por el socio en su demanda, el derecho de reembolso de sus aportaciones al capital que como tal se reconoce por ambas partes al amparo de las normas de aplicación, puede ser objeto de una serie de de deducciones aplicables al socio que causa baja y que se encuentran tasadas como ya se ha expresado en el artículo 54 de los Estatutos, que reproduce a su vez lo señalado en el artículo 61 de la derogada Ley de Cooperativas de 2002. En ambos artículos se establece entre otras como deducibles “aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendiente con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada o por cualquier otro concepto”.

Esa remisión expresa a “cualquier otro concepto” deja abierta la inclusión de otras obligaciones de pago por el órgano social competente, pero como norma de las que la doctrina y jurisprudencia denomina normas jurídicas indeterminadas, debe estar sujeta a unos contenidos que justifiquen esas deducciones, para no caer en la indefensión del socio o en la arbitrariedad por parte de la cooperativa. Deberá establecerse un marco en el que se fijen unos criterios objetivos y cuantificables para efectuar las deducciones en la liquidación de las aportaciones. 


Aplicando de manera analógica lo establecido en el primer párrafo del artículo 111.5 in fine de la Ley 20/2002, este Árbitro señala que le es de aplicación lo previsto en dicho artículo al establecer respecto a las inversiones realizadas y no amortizadas el derecho de fijar una deducción acorde con la actividad cooperativizada, entrega de producto, sobre la cantidad pendiente de amortizar.

Dicho préstamo hipotecario que a fecha de los efectos de su baja como socio – el día 15 de marzo de 2010 -, sigue pendiente de amortización se refleja en el depósito de cuentas entregado en fecha 12 de agosto de 2011 ante la Unidad Provincial de Toledo del Registro de Cooperativas, dentro del Balance bajo el epígrafe “Deudas con entidades de crédito” por un valor de 372.370,64 euros.

Este órgano arbitral para efectuar el cálculo de las deducciones que serán de aplicación al ex socio por las amortizaciones pendientes de un crédito hipotecario que hizo suyo, al no solicitar la baja justificada cuando este se aprobó por los órganos sociales competentes, con independencia del sentido de su voto en la Asamblea en la que se adoptara el acuerdo, aplicará el módulo de cálculo empleado con carácter general en el sector cooperativo agrario castellano manchego y en base al párrafo segundo del artículo 12.3 de los Estatutos, que para obtener la cuantía de la indemnización por daños ante el incumplimiento de un socio del compromiso de  permanencia establece el siguiente criterio: “calculados sobre la media de su participación en la actividad cooperativizada en los últimos 5 años en que ostentó la condición de Socio, y en el caso de que no haya participado en la actividad cooperativizada, calculado sobre el cupo comprometido – capacidad de envase – con la cooperativa (…)”.
La propia cooperativa en su certificación emitida por el Secretario del Consejo Rector, don XXXX, de fecha 20 de junio de 2013, aportada a instancia de este Árbitro, reconoce una producción anual en XXXX desde la campaña 2005/2006 hasta la última 2009/2010 en la que el demandante estaba en activo de 26.802.280 kilos de uva  (Campaña 2005/06: 4.561.960 kgs.; Campaña 2006/07: 5.438.000 kgs.; Campaña 2007/08: 4.748.280 kgs.; Campaña 2008/09: 6.071.980 kgs.; y Campaña 2009/10: 5.982.060 kgs.).
Respecto a la aportación de uva del ex socio demandante, la citada certificación de los archivos de la entidad se obtiene desde la Campaña 2005/2006 hasta la Campaña 2008/2009 la cantidad de 299.360 kilos de uva (Campaña 2005/06: 71.840 kgs.; Campaña 2006/07: 97.980 kgs.; Campaña 2007/08: 60.340 kgs.; y Campaña 2008/09: 69.200 kgs.)  a la que adicionar ante la falta de producción de uva el cupo con los 154.733 kilos en la Campaña 2009/2010, resultando así un total de 454.093 kilos de uva aportados por don XXXX,

De esta forma, la operación matemática se realiza dividiendo la citada cantidad pendiente de amortizar de 372.370,64 euros por los kilos de uva que han entrado en la cooperativa en las últimas cinco campañas (26.802.280 kilos), lo que arroja un porcentaje de 0,0138. Dicho porcentaje se multiplica por la totalidad de kilos de uva entregados por el socio en las últimas cinco campañas (454.093 kilos), obteniendo así como resultado de la operación la cantidad a deducir por un valor final de   SEIS MIL DOSCIENTOS SESENTA Y SEIS EUROS CON CUARENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (6.266,48 euros). 
Finalmente, si este Laudo ya ha establecido como cifra para la valoración de las aportaciones obligatorias del demandante don XXXX en la cantidad de NUEVE MIL NOVECIENTOS SETENTA Y CINCO EUROS CON OCHENTA Y CUATRO CÉNTIMOS DE EUROS (9.975,84 euros), y se le aplican las deducciones del párrafo anterior resulta un saldo a favor del demandante por un importe derivado de la liquidación y reembolso de aportaciones obligatorias como socio de la entidad XXXX en una cuantía final de TRES MIL SETECIENTOS NUEVE EUROS CON TREINTA Y SEIS CÉNTIMOS DE EURO (3.709,36 euros).
Ante la ausencia de una resolución de la cooperativa que determinara de manera fehaciente el importe de las aportaciones, las deducciones que en su caso fueran de aplicación y el saldo resultante, el Consejo Rector de XXXX, al amparo del artículo 54.3, como el órgano social competente en esta materia y no se ha sometido esta cuestión en este procedimiento arbitral, deberá dictar resolución expresa en un plazo no superior a los tres meses y cuyo cómputo se iniciará desde la fecha en la que se adopta este Laudo para, haciendo suyo su contenido, establezca si así lo acuerda el reembolso dentro de los plazos del artículo 54.5 de los Estatutos Sociales y con los intereses a que hubiera lugar si se realizara un pago aplazado, que darían inicio a partir de que se notifique la resolución del órgano de administración al demandante, todo ello sin perjuicio de que alguna de las partes pudiera interponer acción de anulación contra esta resolución arbitral.
OCTAVO.-  Sobre las incidencias alegadas en las cuentas anuales de la cooperativa XXXX.
Respecto a las presuntas  irregularidades alegadas por el ex socio demandante en la contabilidad de la cooperativa demandada, y que se explicitan en el Hecho Quinto  de su escrito de demanda, este Árbitro no se pronuncia por no ser competencia de esta vía arbitral y carecer de relevancia en el presente Laudo, al no hacer constar impugnación alguna o reclamación en otras vías contra dichas cuentas anuales.

NOVENO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación parcial de la demanda de arbitraje interpuesta por don XXXX frente a la entidad cooperativa XXXX, decretando así de inicio que la calificación de la baja solicitada por el demandante ante la sociedad cooperativa será la de una  BAJA VOLUNTARIA JUSTIFICADA .

Igualmente se acuerda declarar como cuantía de las aportaciones obligatorias del demandante a la cooperativa, a los efectos de la ejecutividad de la liquidación y reembolso de aquellas prevista en el artículo 54 de los Estatutos Sociales, en un importe final de NUEVE MIL NOVECIENTOS SETENTA Y CINCO EUROS CON OCHENTA Y CUATRO CÉNTIMOS DE EUROS (9.975,84 euros).  A dicha cantidad, se le podrán aplicar como únicas deducciones admisibles a esa cuantía ya determinada, con un origen en inversiones pendientes de amortización por el vigente préstamo hipotecario suscrito por la cooperativa y que el socio aceptó e hizo suyo, por una cantidad de SEIS MIL DOSCIENTOS SESENTA Y SEIS EUROS CON CUARENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (6.266,48 euros), resultando así un saldo a favor del demandante por un importe en cuantía final de sus aportaciones obligatorias de  TRES MIL SETECIENTOS NUEVE EUROS CON TREINTA Y SEIS CÉNTIMOS DE EURO  (3.709,36 euros).
SEGUNDO.-   A fin de garantizar la seguridad jurídica para las partes en la aplicación del presente Laudo, el Consejo Rector de XXXX al amparo del artículo 54.3 -, deberá dictar resolución expresa en un plazo no superior a los tres meses y cuyo cómputo se iniciará desde la fecha en la que se adopta este Laudo para, haciendo suyo su contenido, establezca si así lo acuerda el reembolso dentro de los plazos del artículo 54.5 de los Estatutos Sociales y con los intereses a que hubiera lugar si se realizara un pago aplazado, que darían inicio en todo caso a partir de que se notifique la resolución del órgano de administración al demandante, a reserva de que alguna de las partes en el procedimiento hiciera uso de su derecho e interpusiera acción de anulación contra esta resolución arbitral.
TERCERO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Toledo, a trece de septiembre de dos mil trece.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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